
	
	
	

	

	

 
Bogotá, 10 de abril de 2021 
 
 
 
Relatoría sobre los derechos de las personas privadas de la libertad  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
cidhdenuncias@oas.org 

 
 

 
Asunto: Cuestionario – Mujeres Privadas de Libertad.  
 
 

 
RESPUESTA	AL	CUESTIONARIO	DE	CONSULTA	SOBRE	MUJERES	PRIVADAS	DE	LIBERTAD		

 
 
Por medio del presente documento, la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 
de 2013 sobre el Estado de Cosas Inconstitucional en el sistema penitenciario y  carcelario en Colombia, 
compuesta por un grupo diverso de organizaciones y personas naturales de la sociedad civil, responde 
algunas de las preguntas formuladas por la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de 
Libertad de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, las cuales fueron realizadas con el fin de 
elaborar un informe acerca de las mujeres privadas de libertad en las Américas.  
 
Debido a la naturaleza de las preguntas formuladas, actualmente la Comisión no cuenta con la capacidad 
de contestarlas todas, pues la mayoría versan sobre información propia de las entidades estatales. En este 
sentido, la Comisión ofrece algunas respuestas a partir de la información que ha recopilado en el marco de 
la labor de seguimiento que ha venido desarrollando, pues no cuenta con un acceso de primera mano sobre 
muchos de los aspectos consultados. También, se tendrá en cuenta la información reportada por el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, sobre personas privadas de la libertad intramural en el  
Tablero Estadístico a abril de 20211 y el último informe estadístico de la población privada de libertad del 
INPEC a febrero de 20212 

Es importante resaltar que la Comisión ha reiterado en sus nueve informes de seguimiento, la necesidad de 
implementar un enfoque de género de manera transversal, especialmente la generación de políticas de 
atención diferenciada en salud para las mujeres y población LGBTI. Sin embargo, el Gobierno Nacional, 
no ha implementado dicho enfoque. Esta Comisión, una vez más reporta en su último informe de 
seguimiento al Estado de Cosas Inconstitucional3 que “el enfoque diferencial ha sido abordado por los 
informes gubernamentales como la realización de acciones concretas frente algunas poblaciones (por 
ejemplo, la realización de jornadas de autorreconocimiento o de capacitaciones de números bajos del 

																																																													
1 INPEC, tablero estadístico, abril 2021. Disponible en http://200.91.226.18:8080/jasperserver-
pro/dashboard/viewer.html?&j_username=inpec_user&j_password=inpec#/public/Intramural_Mujeres/Dashboards/Intramural_
Mujeres_Nacional 
2 https://n9.cl/em7on 
3 Comisión de Seguimiento de la Sociedad civil a la Sentencia T-388 de 2013. (2021). Sexto informe de la Comisión de 
Seguimiento a la Sentencia T-388 de 2013. Bogotá D.C.  
 



	
	
	

	

	

personal de guardia) sin atender las necesidades específicas de las mujeres en materia de resocialización, 
de alimentación, de acceso a la justicia, de infraestructura, de servicios públicos entre otros.  

Ejemplo de esta omisión, son los reportes contenidos en el informe del gobierno que reportó la entrega de 
kits de aseo 4 veces al año a las mujeres privadas de la libertad, los cuales contienen toallas higiénicas. Lo 
que omite el gobierno es si este suministro es suficiente para garantizar los derechos sexuales y 
reproductivos relacionados con la higiene menstrual. Por su parte, esta problemática se replica en el caso 
de las personas de tercera edad, mujeres, indígenas, personas con discapacidad, LGBTI, pues no se abordan 
las necesidades específicas de estas poblaciones en materia de resocialización, política criminal y garantía 
de condiciones dignas de reclusión”. 

Los informes gubernamentales se han limitado, por ejemplo, a reportar datos aislados y descontextualizados 
sobre las mujeres o la población LGBT, y no incorporan datos estadísticos diferenciados que permitan 
conocer el estado real de los derechos de las personas de tercera edad, mujeres, indígenas, personas con 
discapacidad, población LGBT y otros. La Comisión ha manifestado que el manejo de los centros de 
reclusión ha generado formas de des-socialización que agudizan los estereotipos contra las mujeres, además 
de no atender las necesidades propias en cuanto a salud, alimentación y resocialización.  
 
El Gobierno Nacional no ha integrado el enfoque de género en las diferentes fases de la política criminal, 
que reconozca e implemente políticas de prevención y políticas menos punitivas para las mujeres, teniendo 
en cuenta los factores que las llevan a cometer los delitos, así como, el papel de estas en la sociedad, 
especialmente, en los hogares uniparentales donde las mujeres tienen toda la responsabilidad económica y 
de cuidados. En general, no se han tenido en cuenta para la formulación de la política criminal y reglamentos 
internos, instrumentos internacionales como las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 
Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) y las Reglas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (Reglas de 
Bangkok)4.  
 
 

I. Información estadística general  
 
Según el informe estadístico, para finales de febrero de 2021, había 176.688 personas privadas de la libertad 
- PPL, de los cuales 97.035 estan ubicados en 132 establecimientos penitenciarios y carcelarios, 71.454 
PPL en prisión domiciliaria y 5.004 se encuentran con vigilancia electrónica, para un total de 173.493 
(98,2%) PPL a cargo del INPEC. Así mismo, hay 2.752 (1,6%) PPL en cárceles departamentales, 
municipales y distritales y 443 (0,3%) PPL en establecimientos de reclusión de la Fuerza Pública.  
 
De acuerdo con la información suministrada en el tablero estadístico del INPEC, a la fecha, en los 
establecimientos de reclusión a cargo de dicha entidad, se encuentran en reclusión intra-mural 98.079 
personas privadas de la libertad intramural que están en 132 establecimientos penitenciarios y carcelarios, 
de las cuales 91.047 son hombres y 7.032 mujeres. Asimismo, en detención domiciliaria se reportan 28.793 
hombres y 5.817 mujeres. En prisión domiciliaria 28.607 hombres y 4.583 mujeres. En prisión o detención 
domiciliaria con dispositivo electrónico registran 5.946 de los cuales 5.211 son hombres y 735 son mujeres.5 
 

																																																													
4 Comisión de Seguimiento de la Sociedad civil a la Sentencia T-388 de 2013. (2021). Noveno informe de la Comisión de 
Seguimiento a la Sentencia T-388 de 2013. Bogotá D.C.  
5 INPEC, tablero estadístico, abril 2021. Disponible en http://200.91.226.18:8080/jasperserver-
pro/dashboard/viewer.html?&j_username=inpec_user&j_password=inpec#/public/Intramural_Mujeres/Dashboards/Intramural_
Mujeres_Nacional 



	
	
	

	

	

 
 

 
       Fuente: Tablero Estadístico INPEC 
 
 

1. Número actual y porcentaje de mujeres privadas de libertad (incluyendo también mujeres 
trans) 

 
Según el tablero estadístico del INPEC, del total de las personas privadas de la libertad intramuros, el 7,16% 
(7.032) son mujeres privadas de la libertad, quienes se encuentran en 56 establecimientos de reclusión a 
nivel nacional. 

 
Fuente: Tablero Estadístico INPEC 

 

Según el informe estadístico del INPEC a febrero de 2021, el 23,50% (395) de las mujeres pertenecen a 
grupos poblacionales minoritarios. En el informe se reporta que el 10,0% (176) de la población se auto 
reconocieron como personas transexuales, pero no hay información específica sobre mujeres trans. 



	
	
	

	

	

Mujeres	que	pertenecen	a	grupos	poblacionales	minoritarios	 	

Mujeres	 Indígenas	 Afrodescendientes	 Gestantes	 Lactantes	 Adulta	
mayor	

En	condición	
de	

discapacidad	
Extranjeras	 Total		

Número	de	
mujeres	

22	 73	 46	 12	 63	 19	 160	 395	

Participación	 3.4%	 3,10%	 0,10%	 0,60%	 4,70%	 2,90%	 12,10%	 23,50%	
Fuente:	Informe	Estadístico	INPEC,	febrero	2021	 	  

2. Número y porcentaje de mujeres y hombres en prisión preventiva 
 
De las 98.079 personas privadas de la libertad intramural, al 23,5% (23.050) no se les ha resuelto la situación 
jurídica, de los cuales, el 2,21% (2.182) son mujeres y el 21,26 (20.868) son hombres6. 
 
 

3. Duración aproximada de prisión preventiva respecto de hombres y mujeres.  
 
Respecto al tiempo que las personas privadas de la libertad han permanecido en detención preventiva 
intramural, el INPEC en su último informe a febrero de 2021, estableció ocho rangos de cinco meses cada 
uno, cuya participación es la siguiente:  
 

 
 
El 5,6% (132) de las mujeres, lleva más de 36 meses (tres años) privadas de la libertad, sin que se resuelva 
su situación jurídica y el (8.3%) 196 de mujeres sindicadas entre 26 y 35 meses bajo esta misma condición.  
 

4. Crecimiento del encarcelamiento de mujeres y hombres, del año 2000 a la fecha.  
 No se cuenta con esta información 

5. Los cinco principales delitos (incluyendo porcentajes) que resultan las principales causas 
de encarcelamiento tanto de hombres como mujeres  

 

																																																													
6 INPEC, tablero estadístico, abril 2021. Disponible en http://200.91.226.18:8080/jasperserver-
pro/dashboard/viewer.html?&j_username=inpec_user&j_password=inpec#/public/Intramural_Mujeres/Dashboards/Intramural_
Mujeres_Nacional 



	
	
	

	

	

Entre los cinco principales delitos cometidos por hombres y mujeres se encuentran: homicidio con el 16,2% 
(26.051), hurto 13,6% (21.921), concierto para delinquir 13,0% (20.985), tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes 11,7% (18.888) y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones 10,7% 
(17.272). Estos cinco delitos, fueron cometidos por el 65,3% de la población privada de la libertad, de los 
cuales, el 25,0% (40.266) se encuentra en investigación y no han sido condenados y el 75,0% (120.828), 
ya fueron condenados.  
 

Delitos más cometidos por hombres y mujeres del total de la población 

Delito Hombres  % Hombres Mujeres % Mujeres  Total  

Homicidio  24.963 25,72% 1.088 1,12% 26.051 

Hurto 20.720 21,35% 1.201 1,23% 21.921 

Concierto para delinquir 18.475 19,03% 2.510 2,58% 20.985 

Porte de armas de fuego 15.848 16,33% 482 0,49% 18.888 

Tráfico de estupefacientes  16.790 17,30% 3.040 3,13% 17.272 

Fuente: Informe Estadístico INPEC, febrero 2021 
 
Con relación a las mujeres, el 3.13% (3040) del total de la población se encuentra por delitos relacionados 
con drogas, seguido de concierto para delinquir con 2,58% (2.510). Lo que quiere decir, que de las 6.920 
mujeres privadas de la libertad intramural, el 43,93% se encuentran por tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes. 
 
 

6. Información socioeconómica de las mujeres privadas de libertad 
 

Según el tablero estadístico del INPEC, a la fecha, del total de mujeres en prisión (7032), el mayor rango 
de edad se encuentra entre 25 y 29 años con un 19.9% (1405), seguido del 17.3% (1217) entre 30 – 34 años 
y del 16,18% (1138) entre 35 – 39 años. Las mujeres de menor rango de edad son las mujeres mayores de 
70 años con el 0,3% (27) mujeres. 



	
	
	

	

	

 
Fuente: Tablero estadístico INPEC 

 

Según el ciclo de escolaridad el 3.1% (217) las mujeres privadas de la libertad son iletradas, el 29.3% (2023) 
se encuentran entre primero y quinto grado de primaria, el 40.83% (2817) están entre sexto y décimo grado, 
el 20.2% (1395) son bachilleres, el 5.7% (392) mujeres tienen grados técnicos, tecnológicos o profesionales 
y el 0.7% (47) tienen alguna especialización (Informe Estadístico INPEC, febrero 2021) 

Mujeres	privadas	de	la	libertad	por	rango	de	edad	

Rango	de	edad	 Número	de	
mujeres	 Participación	

18	-	24	 748	 10,80%	
25	-	29	 1376	 19,90%	
30	-	34	 1213	 17,50%	
35	-	39	 1152	 16,50%	
40	-	44	 857	 12,40%	
45	-	49	 624	 9,00%	
50	-	54	 401	 5,80%	
55	-	59	 287	 4,10%	
60	-	64	 167	 2,40%	
65	-	69	 65	 0,90%	

Mayores	de	70	 30	 0,40%	
TOTAL	 6920	 100%	

Fuente:	Informe	Estadístico	INPEC	 	
 

II. Marco normativo relacionado con el tratamiento de drogas 
 
Este punto no será desarrollado por la Comisión de Seguimiento pues considera que hay otras 
entidades que han profundizado en la legislación con el tratamiento de drogas.  
 



	
	
	

	

	

III.  Condiciones de detención  
 

1. Considerando el riesgo especial que enfrentan las mujeres en prisión, señalar las medidas	
adoptadas	por	el	Estado	a	fin	de	garantizar	su	seguridad	con	una	perspectiva	de	género	e	
interseccional (mujeres trans, mujeres indígenas, con discapacidad, etc.) 
 
No se cuenta con información 
 

2. En el caso de las mujeres trans, informar sobre criterios para la determinación de la 
ubicación de las mismas.  
 

El Estado colombiano ha vulnerado los derechos de las mujeres privadas de la libertad y en particular de 
aquellas que hacen parte de la población LGBTI, tal fue el caso de Marta Lucia Álvarez Giraldo, mujer 
privada de la libertad a quien se le negó por años la visita íntima bajo criterios discriminatorios  por ser 
lesbiana. Esto trajo consigo pronunciamientos de carácter internacional, en particular de la Honorable 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos amparando los derechos a la dignidad humana, a la visita 
íntima, entre otros de Álvarez Giraldo.7 

Como consecuencia de la conciliación y reparación a Marta Lucia Álvarez Giraldo, el Estado colombiano 
expidió la resolución 6349 del 19 de diciembre de 2016, conocido como el reglamento general de los 
Establecimientos de Reclusión Orden Nacional –ERON-, en el cual se incorporan criterios de interpretación 
y disposiciones particulares con enfoque de género. 

En el caso de la ubicación en las cárceles de personas con orientaciones sexuales e identidades de género 
de género diversas, el artículo 36 de la resolución 6349 refiere que tales particularidades no serán un criterio 
para clasificar a las personas privadas de la libertad. Así mismo el parágrafo 4 del mismo artículo sostiene 
que para proteger la vida e integridad de la comunidad LGBTI se dispondrán de lugares particulares de 
reclusión previa concertación con los integrantes de tal comunidad. También se advierte que estos lugares 
no podrán ser usados como espacio de segregación y discriminación. 

Pese a que la normatividad consignada en el reglamento general de los ERON es aparentemente garantista, 
en la práctica se han evidenciado que los espacios de concertación entre la comunidad LGBTI y las 
autoridades penitenciarias son pocos, hostiles y en muchos casos inexistente, pues como lo refiere la misma 
Defensoría del Pueblo colombiana una de las principales dificultades que enfrentan es “el personal de 
guardia desconociera en la práctica el derecho las mujeres transgénero a ser nombradas de acuerdo a su 
identidad de género”8 

Lo anterior ha provocado que muchas de estas mujeres con orientaciones e  identidades de genero diversas 
se vean expuestas a cadenas de violencia iniciadas por la guardia penitenciaria, con prácticas como las 
requisas invasivas, la obligación de desnudarse frente a guardias hombres y otros internos para demostrar 

																																																													
7Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Marta Lucía Álvarez Giraldo contra el Estado de Colombia; Caso 11.656; 
informe de fondo 122/18. 
8 Defensoría del Pueblo; Diversidades en Prisión; Situación de derechos humanos de las personas con orientación sexual e 
identidad de género diversas privadas de la libertad en establecimientos carcelarios y penitenciarios.; pág. 28; Bogotá 2020. 



	
	
	

	

	

si son o no mujeres, facilitar el acoso y la violencia sexual por parte de otros internos al ser ubicadas en 
lugares no seguros.9 

Por otro lado, el reglamento general de los ERON- debe ser adaptado para cada cárcel a través de un 
reglamento interno, atendiendo a las particularidades regionales y de composición poblacional. Sin 
embargo, las organizaciones de la sociedad civil han documentado que algunos reglamentos internos de 
cada cárcel son deliberadamente ocultados y solo revelados de manera fragmentada a las personas privadas 
de la libertad dificultando conocer los derechos y deberes de los privados de la libertad, esto resulta más 
común en las cárceles femeninas.10 
 

 
3. Servicios de salud en atención al género, incluyendo la atención específica para mujeres 

trans 

No se dispone de información que permita establecer la existencia e implementación un enfoque diferencial 
en materia de salud para las mujeres y población LGBTI en los establecimientos de reclusión, basado en el 
reconocimiento de las necesidades particulares que se derivan tanto de sus condiciones fisiológicas 
especiales como del rol social, el continuum de violencia, la discriminación y el estigma que afronta esta 
población, los cuales se constituyen en factores –determinantes sociales- que la hacen más vulnerable y que 
justifican una intervención y atención integral diferenciada.  

Durante la Gira Nacional por los Derechos de las Personas privadas de la libertad que realizó esta 
Comisión11, reportada en el Séptimo Informe de Seguimiento12, se recibió información por parte de las 
mujeres privadas de la libertad en cuanto a la atención en salud específicas para ellas. En estos, las mujeres 
consultadas reportaron que no tienen acceso a los chequeos que deben hacerse una vez por año (la citología 
y la mamografía) y que adicionalmente no se hace seguimiento en los casos con indicios de cáncer ovárico 
u otras enfermedades. A continuación, algunos de los relatos: 

“...pero las citologías y muchas otras cosas que ella nos ha colaborado, ha sido por ella misma, 
de corazón, lo hace de corazón, porque sinceramente en el área de salud aquí estamos muy 
vulnerables. Y ella qué hace, nos colabora muchísimo y ha hecho… ahora lo de las citologías se 

																																																													
9 Ibíd.; pág. 28 - 36. 
10 En julio de 2019 tanto  al  Comité de Solidaridad con los Presos Políticos, organización no gubernamental de derechos humanos, 
como a las mujeres privadas de la libertad en la Reclusión de Mujeres el Buen Pastor les fue negado el reglamento interno por parte 
de la dirección de la reclusión, teniendo que solicitar el documento a través de una orden judicial. 

11 La Comisión de Seguimiento realizó visitas en noviembre y diciembre de 2019 y enero de 2020 a 9 establecimientos de reclusión. 
6 de estos fueron escogidos por la Comisión por haber sido los establecimientos abordados en la Sentencia T-388 de 2013 de la 
Corte Constitucional, mientras que los demás fueron escogidos por su representatividad en los problemas que configuran la crisis 
y para abordar las problemáticas específicas de mujeres privadas de la libertad. Estos fueron: COCUC – Complejo Cúcuta, EPMSC 
Medellín (Bellavista), EPMSC Barrancabermeja, COJAM Jamundí, EPAMSCAS Popayán (San Isidro), EPMSC Valledupar, EC 
Pedregal, CPMS Bogotá (La Modelo) y RM Bogotá (El Buen Pastor). Con los hallazgos de esta gira, la Comisión brindó a la Corte 
Constitucional, una mirada al avance o retroceso para la garantía de derechos de los planes y dar voz a la perspectiva de las personas 
privadas de la libertad. 

12 Comisión de Seguimiento a la Sentencia T-388 de 2013. (2020). Séptimo informe de la Comisión de Seguimiento de la 
Sentencia T-388 de 2013. Bogotá D.C.  
 



	
	
	

	

	

hace por ella, porque ella viene… ella es una buena funcionaria y lo hace de corazón porque le 
nace, porque quiere colaborarnos a nosotras las internas, de resto muy bien todo”.  

“...yo tengo unos problemas en los ovarios, que se pueden volver ya malignos, los tengo benignos 
y acá no me han prestado la atención, de hace un año me mandaron una remisión para el médico, 
he mandado ya solicitudes, he mandado tutelas y no me han querido colaborar, o sea, que van a 
esperar que en cualquier momento a mí me dé un cáncer y ya me manden para la casa a reposar, 
a estar con mi familia y que lo mío son hemorragias, cada 15 días vivo con hemorragias, gasto 
seis, siete paquetes mensuales, acá la guardia lo sabe qué sufro de desmayos y no me han prestado 
la atención como tiene que ser. Si cuando pido consulta yo le digo doctor, mire, ya puede mirar mi 
carpeta de todo lo que yo tengo, antecedentes, vuelven y la mandan y acá sigo en el INPEC, no me 
sacan para afuera, para una clínica donde realmente me presten atención necesaria, simplemente 
llega uno: ¿qué necesita?, ya, eso es lo único que nos colaboran…”  

“En el patio dos, no lo han hecho, nos reunimos mes a mes, el tema allá es repetitivo “va haber 
una gran brigada de ginecología” y la brigada más grande que creo que se ha hecho a nivel 
reclusión, creo que fueron de 20 a 30 citologías para 2.400 internas. Las citologías se hacen por 
brigadas. Yo pedí por escrito una brigada para eso y la cita al ginecólogo y hasta el momento, no 
las han hecho… y una de las cosas que si a mí me preocupa es que aquí no hay brigada de cáncer 
de mama”  

“Y le voy a exponer especialmente por el caso mío, Doctora, porque yo sé que yo me veo muy 
normal, pero yo estoy muy enferma. La verdad es que tengo ovarios poliquísteros, llevo mes y 
medio sangrando, he bajado 7 kilos” La misma privada de la libertad manifestó que: “…Hace 15 
días me vio la ginecóloga y dejó el reporte que por favor me sacaran con urgencia que mi 
enfermedad estaba muy avanzada y podría estar propensa a un cáncer. Tengo ovarios 
poliquísteros. Ella explicó que: “tengo una piedra que está que me rompe el ovario derecho, 
entonces hasta ahora nadie ha hecho nada y nada más en este momento el sangrado mío es 
totalmente negro, y yo no paro de sangrar todos los días y yo no planifico para ver si de pronto 
no…”  

Las mujeres trans enfrentan barreras de acceso a la salud relacionadas con su tránsito, toda vez que, como 
lo documentó Colombia Diversa en el informe “A veces me canso de ser fuerte”13,en algunas prisiones está 
prohibido el ingreso de hormonas necesarias para el proceso de tránsito. Así mismo, las cárceles no cuentan 
con medicamentos hormonales como parte de su inventario, ni les brindan valoraciones médicas para 
acompañar procesos de transformación corporal o las complicaciones derivadas de estos. Esta población 
tampoco puede acceder a atención médica especializada para dar inicio al tratamiento hormonal, hacer los 
controles respectivos si ya lo vienen haciendo o atender las consecuencias físicas y mentales de su 
interrupción al momento del encarcelamiento. Aunque este informe es del año 2017, la situación no ha 
cambiado. 

4. Servicios específicos que se ofrecen a las mujeres embarazadas o en periodo de posparto  

En las cárceles de mujeres se sigue presentando una deficiencia en la atención especializada, en particular 
con las mujeres en estado de gestación. Se han documentado casos en los que las mujeres embarazadas 
reciben menos ecografías y controles prenatales de los que debería recibir cualquier gestante. En visitas de 
monitoreo y verificación de Derechos Humanos, por parte de organizaciones integrantes de la Comisión en 

																																																													
13 https://colombiadiversa.org/publicaciones/ 
 



	
	
	

	

	

la Reclusión de Mujeres de Bogotá, se han presentado casos en los que los controles prenatales son menores 
a cinco y solo se practican de una a dos ecografías. Las implicaciones de la precaria asistencia obstétrica 
han dejado consecuencias lamentables como lo fue el caso de una madre gestante de 20 años, recluida en 
este establecimiento, quien luego de solicitar atención médica por dolores abdominales y bajo movimiento 
fetal, sufrió un aborto a las 34 semanas de gestación. La falta de atención fue tan grave, que los médicos 
del hospital confirmaron que la mujer ingresó por dolor intenso en su abdomen y que el feto llevaba una 
semana muerto dentro de su vientre.14 

5. Factores que son más prevalentes entre las mujeres en prisión, tales como uso 
problemático de drogas, historial de violencia, y salud mental 
 

- Salud mental  

La salud mental de las mujeres está expuesta a deteriorarse en las prisiones hacinadas, porque no hay una 
diferenciación basada en una evaluación adecuada y donde los programas son inexistentes o inadecuados 
para abordar sus necesidades. Los efectos perjudiciales sobre la salud mental se exacerban en un ambiente 
donde ellas no se sienten seguras, son supervisadas por personal masculino y se sienten en riesgo de abusos 
adicionales. 

Tal como lo relató esta Comisión en el IV Informe de seguimiento15, en la reclusión de Mujeres de Bogotá, 
en el año 2018, se presentaron dos intentos de suicidio y un suicidio, asociados a la amenaza de entregar a 
los hijos de estas mujeres al ICBF. En estos casos se evidencia una de las formas en las que se concreta la 
violencia institucional basada en género que denota un claro desconocimiento de la Ley 1257 de 200816 
(artículo 9), según la cual los funcionarios que tienen contacto con mujeres en situación de vulnerabilidad 
deben ser capacitados para el ejercicio de su labor.  

Las mujeres con afecciones mentales o sicológicas, se enfrentan a barreras de atención, basadas en 
estereotipos de género, en tanto estas enfermedades suelen ser consideradas como poco graves, que son 
inventadas, o producto del dramatismo que supuestamente caracteriza a las mujeres. Esta situación conlleva 
a modificaciones en la posología de los medicamentos y a la modificación de las recetas médicas, las cuales 
se deben someter a la disponibilidad del dispensario en la Reclusión. Lo anterior se agrava si se tiene en 
cuenta que los medicamentos para las enfermedades mentales se han convertido en una moneda de cambio 
al interior de las prisiones, hecho que conlleva a que los mismos no se suministren en la cantidad indicada 
según la posología o a que no se entreguen a las pacientes que los necesitan, aunque se encuentre disponible 
y haya sido formulado por la EPS de la reclusa.  

En la gira Nacional, la Comisión recibió varios reportes de la población privada de la libertad que denotan 
graves deficiencias en el derecho a la salud con respecto a la atención psicológica y psiquiátrica. Entre 
estos, las mujeres consultadas en la Reclusión de Mujeres de Bogotá reportaron que en el patio donde están 
recluidas las mujeres con enfermedades psiquiátricas, se encuentra  en condiciones de hacinamiento, y que 
este era utilizado como espacio de castigo para otras mujeres, como por ejemplo las consumidoras de 
estupefacientes. Debido a esta acumulación de personas con problemas psiquiátricos, este patio presenta 
constantes situaciones de violencia que incluso generan miedo por su seguridad a funcionarios de la guardia.  

																																																													
14 Comisión de Seguimiento a la Sentencia T-388 de 2013. (2019). Sexto informe de la Comisión de Seguimiento de la Sentencia 
T-388 de 2013. Bogotá D.C.  
15 Comisión de Seguimiento a la Sentencia T-388 de 2013. (2018). Curto informe de la Comisión de Seguimiento de la Sentencia 
T-388 de 2013. Bogotá D.C.  
16 https://www.oas.org/dil/esp/LEY_1257_DE_2008_Colombia.pdf 
 



	
	
	

	

	

“Pero mamarme y discúlpenme la expresión, mamarme que una persona psiquiátrica venga y le 
diga que puede abrirle la cabeza y darle 10 puñaladas, pero cuando uno le dice yo también soy 
psiquiátrica y llevo un año sin tomarme el medicamento y estoy que mato y le rompo la cabeza, es 
cuando podemos funcionar, entonces, no pensemos en los perfiles, no pensemos en eso.” (VII 
Informe de seguimiento, pág. 44) 

Por su parte, en el COCUC Cúcuta, las personas consultadas reportaron que los funcionarios y otras 
personas privadas de la libertad le dan un mal manejo a los medicamentos psiquiátricos, mientras que las 
personas que requieren urgentemente tratamientos psiquiátricos se encuentran en estado de abandono al no 
recibir un seguimiento y acompañamiento adecuado.  
 

“Hay un mal manejo en Psiquiatría en los medicamentos. Porque no se están dando cuenta si de 
verdad la interna la utiliza o no la utiliza, si le da buen uso o no le da buen uso. No hay control en 
esa clase de medicamentos; si hay control en las mujeres que tienen diabetes. Pero en las 
enfermedades crónicas que son vitales, para ir a un especialista se demoran 3 o 4 meses y no les 
dan el control constante. Acá tenemos una interna que se come la piel, se la muerde y solo le hacen 
curaciones básicas, pero para de contar. No tenemos una institución que realmente vea de ella, 
para que la tengan en un lugar. Ella necesita de un tratamiento importante, porque una persona, 
un ser humano que se coma su propia piel necesita un tratamiento. Pero, por falta de tener un 
control verdadero en psiquiatría donde ni siquiera las pasan al médico” (VII Informe de 
seguimiento, pág. 44). 
 
“…lo de las mujeres que son fármaco dependiente, que no las inmiscuyan con nosotros, o sea, no 
por discriminación no, sino para que a ellas las tengan más en cuenta, para que ellas sí, vivan 
mejor, o sea, no los psicólogos vengan aquí a embutirles pepas y pepas para que cometan locuras 
sino más bien les den otras clases de soluciones, no esas pepas y esas pepas que las llevan a las 
locuras, como a varias compañeras. Ya se están haciendo es daño por medio de esas pepas, no se 
están haciendo bien sino con esas pepas lo que están haciendo es daño, entonces para que por 
favor nos den otras soluciones, no pepas, no más pepas. Pues claro, porque imagínese aquí, ya 
esté pide psicólogo porque necesitan atención y lo que hacen es meterle pepas y las llevan hasta 
tanta depresión que se tiran, se tiran por el segundo piso, se cortan el cuello, se cortan los brazos, 
entonces ya eso, ya se viene es una problemática muy… entonces el día que a ellas les dé un ataque 
de depresión y no se quieran cortar ellas sino que vengan y nos corten el cuello a nosotras, nuestros 
hijos nos esperan, no queremos salir muertas de aquí…” (VII Informe de seguimiento, pág. 44). 

- Consumo problemático de sustancias psicoactivas: 

El consumo de estas sustancias debe tener un enfoque de salud pública y ser tratadas con los más altos 
estándares en la materia, toda vez que, al tratarse de población vulnerable, los índices de reincidencia y 
consumo aumentan al salir de las cárceles. En este sentido, uno de los ejes fundamentales de intervención 
debe dirigirse a la prevención y tratamiento adecuado del consumo problemático, evitando así que en un 
futuro recurran de nuevo tanto en el consumo como en el delito. Si bien el problema del consumo afecta 
tanto a la población masculina como femenina en reclusión, este punto debe un enfoque de género habida 
cuenta que las mujeres con problemas de abuso de sustancias tienen más probabilidades que los hombres 
de haber sufrido abuso físico y/o sexual. 

 

 



	
	
	

	

	

- Continuum de violencias: 

Si bien es difícil encontrar información oficial al respecto, distintos estudios realizados evidencian el grado 
de vulnerabilidad en el que se encontraban las mujeres antes de la comisión de delitos relacionados con 
narcotráfico. Ejemplo de esto es el estudio de corte cualitativo “Mujeres en prisión por delitos de drogas en 
Colombia”17, en el cual se demostró que el 53 % de las mujeres vivieron algún tipo de violencia intrafamiliar 
perpetrada por sus padres o sus parejas y el 30 % fue víctima de algún tipo de violencia sexual. Así mismo, 
en el artículo de investigación “La necesidad de una política criminal en materia de drogas que reconozca 
la situación de vulnerabilidad que enfrenta la mujer”, en el cual se refleja que la mayoría de las mujeres en 
prisión tienen bajos grados de escolaridad, no contaban con recursos suficientes, ni con empleos formales 
y debían asumir las labores de cuidado de sus hija(o)s, y de adultos mayores en situación de 
vulnerabilidad18. Esta situación de vulnerabilidad se acentúa en la etapa de criminalización donde los 
obstáculos para el acceso a la justicia se reflejan en la violación al debido proceso, el derecho de defensa y 
la presunción de inocencia.  

6. Número de mujeres que presentan un uso problemático de drogas 
No hay información oficial disponible  
 

7. Acceso a tratamiento y a servicios de reducción de daños en prisión en el caso de las 
mujeres con uso problemático de drogas 
No contamos con información pública al respecto 
 

IV. Impacto del encarcelamiento en otras personas  
 
La Comisión ha reiterado en sus informes de seguimiento, que debido al rol social y de cuidado asignado a 
las mujeres, el encarcelamiento de las mujeres afecta económica y emocionalmente a otras personas, en 
especial a personas ancianas, discapacitadas e infantes. En consideración a ello, el Estado colombiano debe 
buscar mecanismos de alternatividad penal que tenga en cuenta estas necesidades e impactos particulares 
de la detención e implemente estrategias garantistas de los derechos humanos durante el tratamiento 
penitenciario de las mujeres. 
 

 
1. Número de mujeres privadas de libertad que son madres. En particular, especificar:  

a. Número de madres con sus hijas e hijos viviendo en prisión *ver si son hijos o 
hijas 

 
Actualmente existen diez centros de reclusión en el país, donde las mujeres pueden tener a 
sus hijos e hijas hasta los 3 años, sin embargo, desde el inicio de la pandemia, el INPEC 
ordenó entregar a los niños y niñas a familiares o tutores legales. Las mujeres cumplieron 
un año sin ver a los menores. Las mujeres que tuvieron a sus hijos e hijas durante el 
aislamiento, debieron entregarlos a familiares o tutores de manera inmediata, sin tener 
derecho a horas de lactancia 
      
 

																																																													
17 Caicedo, Luz Piedad. Mujeres en prisión por delitos de drogas: Espejo de las fisuras del desarrollo. 2017 
18 Albornoz, A. L. M. 2016. La necesidad de una política criminal en materia de drogas que reconozca la situación de 
vulnerabilidad que enfrenta la mujer. In Gutiérrez Quevedo, M., & Moncayo Albornoz, A. L. (Eds.), Retos y perspectivas de la 
política criminal : Cátedra de Investigación Científica del Centro de Investigación en Política Criminal N.°7. Universidad 
externado de Colombia. doi :10.4000/books.uec.1391 



	
	
	

	

	

b. Número de madres con hijas e hijos fuera de prisión 
 

No hay información al respecto 
 

        2. Número de mujeres privadas de libertad que estaban a cargo de personas mayores o            
 personas con discapacidad.  

 
No hay información al respecto   

 
        3. Acciones que adopta el Estado en los siguientes casos:  
 

a. cuando los hijos o hijas de las madres privadas de libertad no puedan vivir con 
ellas en prisión ni tengan otros familiares que cuiden de ellos, 
 

b. cuando las personas en situación especial de riesgo que estaban bajo su custodia 
(tales como personas mayores o personas con discapacidad) no tengan otros 
familiares que puedan cuidar de ellas 

 
En Colombia no existen legislación ni políticas públicas para dar solución a esta 
problemática, lo cual da cuenta del descuido institucional y la falta de un enfoque 
diferencial frente a las mujeres privadas de la libertad y el impacto sobre las personas que 
tiene bajo su cuidado. En el caso de las mujeres que solicitan prisión domiciliaria por la 
desprotección en la que se encuentran sus familiares, sean menores de edad o adultos 
mayores que están a su cargo, los jueces prefieren entregarlos al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar - ICBF19, y no conceder medidas alternativas a la prisión. En esta 
institución del Estado, por intermedio de un juez de familia, arrebatan la custodia a las 
mujeres y declaran a los menores en adopción, aun cuando las madres demuestran que 
siguen estando en comunicación con ellos, mantienen en vínculo familiar y trabajan en 
prisión para seguir sosteniendo económicamente a su familia, lo cual genera un impacto en 
la salud mental de las mujeres privadas de la libertad.  Esta dinámica ha llevado a que en 
la mayoría de las ocasiones las mujeres no alerten al estado la desprotección de sus hijos e 
hijas, quedando el hijo/a mayor (muchas veces menor de edad) como responsable de sus 
hermanos/as y es entonces donde en la mayoría de los casos, se involucran en las mismas 
actividades delincuenciales que sus madres para sostener económicamente a su familia. 
 

.  
4. Casos en que una mujer detenida puede perder la custodia de sus hijos 
 

Si bien la tendencia de los jueces es quitar la patria potestad  de los hijos e hijas de las las 
mujeres privadas de la libertad, recientemente la  Corte Suprema de Justicia y la Corte 
Constitucional, ha manifestado en sus sentencias sobre acciones de tutelas,  que se debe 
proteger el derecho a la unidad familiar de las personas en prisión y de sus hijos e hijas. 
Esto basado en el presupuesto que si se comprueba que las madres o padres que se 
encuentran en prisión, sostienen un vínculo filial con sus hijos/as pueden tener la patria 

																																																													
19 El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) es la entidad del Estado colombiano que trabaja por la prevención y 
protección integral de la primera infancia, infancia y adolescencia, el fortalecimiento de los jóvenes y las familias en Colombia, 
brindando atención especialmente a aquellos en condiciones de amenaza, inobservancia o vulneración de sus derechos. 
https://www.icbf.gov.co/instituto 
 



	
	
	

	

	

potestad. También hicieron un llamado a los/las jueces para seguir el debido proceso y 
garantizar el derecho de la unidad familiar para las personas privadas de la libertad. En este 
sentido,  las autoridades siempre deben proteger estos derechos y se ha reiterado que hasta 
en la cárcel, las personas privadas de la libertad independiente del delito cometido siguen 
teniendo derechos.  
 
En la práctica, se han documentado casos donde las mujeres pierden la custodia o patria 
potestad de sus hijos e hijas. Ejemplo de esto es que hay mujeres que han salido de prisión 
y han manifestado que el ICBF ha dado en adopción a sus hijos, sin su consentimiento. 
Esta entidad también ha sido denunciada por mujeres que no han tenido problemas 
jurídicos, como es el caso de una mujer quien denuncia irregularidades del ICBF, a quien 
le quitaron uno de sus hijos y fue dado en adopción a una familia extranjera20.  
 
  

V. Niños y niñas que viven con sus madres en prisión  
 

1. Número de niños y niñas que viven con sus madres en prisión. Incluir edades.   
 

Como se mencionó anteriormente, desde el inicio de la pandemia por COVID-19, los 
niños y niñas no se encuentran en los establecimientos de reclusión.  

 
 
2. Aspectos que se consideran para decidir la estancia de los niños con sus madres 

encarceladas. Incluir fundamento legal 
       
3. Medidas adoptadas para garantizar los derechos de los niños y niñas que viven en prisión, 

entre otras, en materia de salud, educación, integración comunitaria, y seguridad.  
 

Respuesta a las preguntas 2 y 3 
 
El Gobierno Nacional, por medio del Decreto 2553 de 201421, reguló las condiciones de 
permanencia de los niños y niñas menores de 3 años que viven en las prisiones con sus 
madres y ordena al ICBF ofrecer los servicios para la atención integral de los niños y niñas, 
en el marco de la Estrategia Nacional de Atención Integral a la Primera Infancia “De cero 
a Siempre”22. Teniendo en cuenta las características especiales, debe promover acciones 
que potencien el desarrollo integral de los/las menores, sin embargo, cuando los menores 
están en prisión viven en las mismas condiciones indignas que sus madres a causa del 
hacinamiento, la poca atención en salud por la falta de un pediatra dentro de los centros de 
reclusión y la mala  calidad en la alimentación. 
 
Cuando los niños o niñas cumplen los tres años y deben salir del establecimiento de 
reclusión y no cuentan con un familiar legal o judicialmente habilitado para ejercer la 
custodia y el cuidado personal, la madre puede seleccionar a una tutor/ra para asumir esta 
responsabilidad, previa autorización del ICBF, si no es posible conseguir el tutor/ra, el 
cuidado estará a cargo de esta misma institución. Esta institución, ha sido varias veces 

																																																													
20 https://prensalibrecasanare.com/yopal/29042-madre-denuncia-presuntas-irregularidades-del-icbf-que-dio-en-adopciun-a-su-
hijo-a-una-familia-italiana.html  
21 https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=60297 
22 https://siteal.iiep.unesco.org/sites/default/files/sit_accion_files/siteal_colombia_0441.pdf  



	
	
	

	

	

denunciada por casos de violencia, mala alimentación, suicidios de menores23 y otras 
formas de maltrato24, así cómo, por delitos de fraude y corrupción25. 
 
 

VI. Medidas alternativas 
 

1. Número de mujeres y de hombres que actualmente son sujetos de medidas alternativas a 
la privación de libertad 
 
El INPEC en sus datos estadísticos ofrece información sobre la detención domiciliaria 
como sustitución a la pena privativa de la libertad intramural sin incluir información sobre 
otras medidas alternativas como lo son la suspensión condicional de la pena o la libertad 
condicional. De ello sabemos que a fecha de 7 de abril de 2021 existen 73.785 personas 
con sustitución de pena por detención domiciliaria. De ellas 11.140  son mujeres y 62.645 
hombres, de las cuales 272 mujeres y 2.758 hombres son vigiladas con dispositivo RF y  
402 mujeres y 2.087 hombres  con dispositivo GPS26 .   
  
 

27 
 
Dispositivo control RF: Es el sistema de vigilancia electrónica ordenado por el juez o como 
medida de control adoptada por el INPEC, según sea el caso, a través del cual se instala un 
dispositivo consistente en un brazalete o una tobillera en el cuerpo, el cual transmite a una 
unidad receptora, la que a su vez se encuentra conectada a una línea telefónica 
convencional28.  

																																																													
23 https://agenciademedioshoynoticias.com/icbf-responde-a-denuncia-de-suicidio-de-nino-en-hogar-sustituo/ 
24 https://www.laopinion.com.co/las-denuncias-sobre-el-icbf 
25 https://www.elespectador.com/opinion/ojo-al-icbf-denuncia-del-choco/   https://www.opinioncaribe.com/2020/03/09/diputada-
claudia-aaron-denuncia-presunta-corrupcion-en-icbf/ 
https://www.elpais.com.co/colombia/contratistas-del-icbf-entregaron-mercados-a-personas-fallecidas-denuncia-la-
contraloria.html 
https://www.colombia.com/actualidad/nacionales/contraloria-denuncia-entrega-alimentos-icbf-mas-15000-fallecidos-287666 
26Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario Tablero Domiciliarias Colombia. (7 de abril de 2021).  Recuperado de: 
http://200.91.226.18:8080/jasperserver-
pro/flow.html?_flowId=dashboardRuntimeFlow&dashboardResource=/public/Domiciliarias/Dashboards/Tablero_Domiciliarias_
Colombia&j_username=inpec_user&j_password=inpec   
27 Ibídem.  
28 Artículo 3 DECRETO 1316 DE 2009. 17 de abril de 2009. DO 47323.  



	
	
	

	

	

Dispositivo control GPS: Es el sistema de vigilancia electrónica a través del cual se instala 
un dispositivo en el cuerpo, el cual llevará incorporada una unidad GPS (Sistema de 
posicionamiento global), la cual transmitirá la ubicación del beneficiario, indicando si ha 
llegado a zonas de exclusión. Cuando el beneficiario del dispositivo llegue al lugar 
establecido para el cumplimiento de la medida de aseguramiento, la información que así lo 
indique será transmitida al centro de monitoreo29.  
 

2. Principales medidas alternativas que se aplican a las mujeres, y los respectivos criterios 
para ser beneficiarias de las mismas.  
 
En Colombia las medidas alternativas a la pena privativa de la libertad son: i) la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena (artículo 63)30, ii) la libertad condicional (artículo 
64)31 y iii) la prisión domiciliaria32. De ellas el INPEC ofrece información estadística sobre 

																																																													
29 Artículo 4 Ibídem. 
30 La ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en sentencia de primera, segunda o única instancia, se suspenderá por 
un período de dos (2) a cinco (5) años, de oficio o a petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) años. 
2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de uno de los delitos contenidos el inciso 2o del artículo 
68A de la Ley 599 de 2000, el juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el requisito objetivo señalado en 
el numeral 1 de este artículo. 
3. Si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores, el juez podrá 
conceder la medida cuando los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean indicativos de que no existe 
necesidad de ejecución de la pena. 
La suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad no será extensiva a la responsabilidad civil derivada de la conducta 
punible. 
El juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad accesorias a esta. En todo caso cuando se trate de lo 
dispuesto en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política se exigirá su cumplimiento. 
Artículo 63 de la  ley 599 de 2000 Código penal de Colombia. Congreso de Colombia. Recuperado de: 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html  
31 El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de 
la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos: 
1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena. 
2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. 
3. Que demuestre arraigo familiar y social. 
Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los elementos de prueba allegados a la 
actuación, la existencia o inexistencia del arraigo. 
En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del pago de la indemnización mediante 
garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado. 
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez 
podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario. Ley 599 de 2000 Código penal de Colombia. Congreso de 
Colombia. Recuperado de: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html  
32 Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria: 
1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de ocho (8) años de prisión o menos. 
2. Que no se trate de uno de los delitos incluidos en el inciso 2o del artículo 68A de la Ley 599 de 2000. 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado. 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados 
a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo. 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe 
asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre insolvencia; 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. 



	
	
	

	

	

la prisión domiciliaria, por lo tanto desconocemos la tasa de aplicación de las otras 
medidas. La prisión domiciliaria a su vez se aplica por el cumpliento de la mitad de la pena, 
prisión domiciliaria para padres y madres cabeza de familia y prisión domiciliaria u 
hospitalaria por enfermedad grave.   
 
Para ser beneficiarias de la prisión domiciliaria por enfermedad grave deben cumplir dos 
requisitos, según el numeral 4 del artículo 314 del código de procedimiento penal 
colombiano33,  padecer  enfermedad grave certificada medicamente y  la enfermedad grave 
sea incompatible con la vida en prisión. Para beneficiarse de la prisión domiciliaria por ser 
madre cabeza de familia34 deben demostrar que la mujer tiene la jefatura del hogar y que 
de ella dependen  hijos menores o personas incapaces o incapacitadas para trabajar con 
ausencia permanente o incapacidad de cónyuge o compañero permanente y sin apoyo 
sustancial de su núcleo familiar. Por último, se exige cuatro requisitos para aplicar a la 
prisión domiciliaria: i) la conducta tenga como pena mínima ocho años de prisión o menos, 
ii) que no se trate de delitos excluidos tácitamente por el ordenamiento jurídico, iii) que se 
demuestre el arraigo familiar y sociales y iv) que se garantice mediante caución el 
cumplimiento de la vigilancia de la medida alternativa y la reparación de las víctimas35.  
  

3. Número de mujeres respecto de las que se solicitó la aplicación de medidas alternativas a 
la privación de libertad, desde 2019 a la fecha  

   
Esta información no se encuentra disponible en las páginas del Ministerio de Justicia ni    

                          del INPEC.  
  

4. Principales desafíos para la aplicación de medidas alternativas 
 
Son pocas las medidas alternativas existentes y su aplicación es restringida, siendo la cárcel 
la medida de mayor aplicación, ello por una política criminal con tendencia al populismo 
punitivo36. La superación del populismo punitivo es el mayor desafío no solo en la 
aplicación de medidas alternativas sino en general en la política criminal, esto implica la 
comprensión de las causas estructurales de los delitos que cometen las mujeres como son 
los relacionados con el narcotráfico, su despenalización y excarcelación reduciendo el uso 
del derecho penal.   
 
Existen otros desafíos que están relacionados con el acceso a la justicia,  por ejemplo, 
contar con un defensor público que oriente las posibilidades de aplicar las medidas 
alternativas y les permita el ejercicio efectivo del derecho de defensa. De igual manera 
deben removerse los obstáculos legales que impiden acceder a las medidas alternativas por 

																																																													
Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los reglamentos 
del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad. Artículo 38 Ibídem.  
33Congreso de la República de Colombia.  Ley 906 de 2004, por medio de la cual se expide el código de procedimiento penal. 
Recuperado de: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004.html  
34 Artículo 1 de la Ley 1232 de 2008 Congreso de Colombia.Recuperado de: 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1232_2008.html  
35 Artículo 38B de la ley 599 de 2000 . Código penal de Colombia. Congreso de Colombia.  Recuperado de: 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html  
36  Comisión Asesora de Política Criminal, Informe Final: Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política criminal para el 
Estado colombiano, 2012, párr. 46 y s.s., 75 y s.s.  



	
	
	

	

	

la “gravedad” de los delitos37 que en el caso de los delitos de drogas impiden el acceso a 
los subrogados penales y beneficios administrativos. De igual manera, la judicialización 
debe dar un trato diferencial entre los miembros de estructuras criminales y su relevancia, 
ya que, en gran parte de los casos las mujeres judicializadas por estos delitos son eslabones 
débiles de las estructuras y peso a ello se ven excluida de beneficios38. Otro desafío es la 
falta de unanimidad en la aplicación de criterios discrecionales de los jueces como lo es el 
concepto de arraigo familiar y social, siendo una causa usada para impedir la aplicación de 
este beneficio por la alta exigencia de material probatorio; otro criterio discrecional es el 
elemento que demuestre  que se es efectivamente cabeza de familia.  Por último, la 
ineficacia en la vigilancia y las pocas soluciones a necesidades económicas son desafíos 
angulares para la aplicación de la prisión domiciliaria ya que han generado un mal manejo 
de la medida y en consecuencia su desaprobación social39. 
 

5. Mecanismos de supervisión de la implementación de las medidas alternativas, e 
incorporación de perspectiva de género 
 
Existen mecanismos electrónicos de vigilancia y medidas de control bajo personal del 
INPEC o Policía Nacional. Los mecanismos electrónicos son tres, reconocimiento de voz, 
seguimiento pasivo RF y seguimiento activo GPS40. También pueden ser inspeccionados 
por miembros del INPEC que acuden a los domicilios y también se realiza con 
acompañamiento de la Policía Nacional, dando una lista de personas que se encuentran en 
prisión domiciliaria. Sin embargo, no se cuenta con suficientes recursos económicos ni 
personal para materializar dicho seguimiento41. Es importante resaltar que estos 
mecanismos de supervisión son aplicados a todas las personas privadas de la libertad y no 
tienen incorporada perspectiva de género alguna.  En las medidas alternativas se ha 
intentado tener una perspectiva de género como fue la implementación de la ley 750 de 
2000 donde se genera la prisión domiciliaria para madres cabeza de familia, concepto que 
luego se aplicará por vía jurisprudencial a padres cabeza de familia. En el 2019 se radicó 
un proyecto de ley que pretende crear  la prestación de servicios de utilidad pública como 
medida alternativa para mujeres cabeza de familia, sin embargo sigue sin ser aprobada en 
el congreso.  
 

6. En su caso, forma y grado de participación de la sociedad civil en el diseño y monitoreo 
de la aplicación de estas medidas. 
 
La Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013 , en los 
múltiples informes dados a la Corte Constitucional Colombiana sobre el estado de cosas 
inconstitucional carcelaria ha reiterado la importancia de incluir un enfoque de género de 
manera transversal en la política criminal  y la aplicación de medidas afirmativas respecto 

																																																													
37 Dejusticia, IDPC, WOLA. Medidas alternativas al encarcelamiento para mujeres involucradas en el mercado de drogas. s.f. 
Disponible en: 
https://www.wola.org/sites/default/files/WOLA%20Insumo%20adicional_Alternativas%20al%20encarcelamiento_Version%20F
inal.pdf.  
38 CIDE, Universidad Javeriana y CICR. Mujeres y prisión en Colombia: desafíos para la política criminal desde un enfoque de 
género. Bogotá, Colombia, diciembre de 2018. P 131. 
39 Ibídem p 134. 
40 Ministerio de Justicia y de Derecho. Subrogados penales, mecanismos sustitutivos de la pena y vigilancia electrónica en el 
sistema penal colombiano. Septiembre de 2014. p21.  
41 CIDE, Universidad Javeriana y CICR. Mujeres y prisión en Colombia: desafíos para la política criminal desde un enfoque de 
género. Bogotá, Colombia, diciembre de 2018. P133 y p134  



	
	
	

	

	

a diversos grupos vulnerables como lo son las mujeres procesadas por el sistema judicial. 
Sin embargo, el gobierno ha desconocido esta petición generando re victimizaciones sobre 
los derechos de las mujeres privadas de la libertad42. 
Por otro lado, la participación de la sociedad civil en el diseño y monitoreo de la aplicación 
de estas medidas se ha visto reflejada en informes como el más reciente elaborado por la 
Universidad Javeriana, el Comité Internacional de la Cruz Roja y el CIDE titulado: 
“Mujeres y prisión en Colombia: desafíos para la política criminal desde un enfoque de 
género”, estudio que incidió en la elaboración del proyecto de ley mencionado con 
anterioridad43.     
 

7. Manera de evaluar la efectividad de los programas de reinserción social 
 
Como sociedad civil carecemos de datos e indicadores que nos permitan evaluar la 
efectividad de los programas de reinserción social.  
 

8. Describir buenas prácticas (legislativas, judiciales o administrativas) en materia de 
aplicación de medidas alternativas, tanto respecto de las mujeres condenadas como de 
aquéllas en prisión preventiva.  
 
En materia legislativa la ley 1709 de 2014 generó un enfoque diferencial en la aplicación 
de penas alternativas44,  la ley 750 de 2002 referente a prisión domiciliaria para madres 
cabeza de familia, la ley 906 de 2004 incluye la prisión domiciliaria para las madres 
gestantes les falte dos meses o menos para el parto  y los seis meses siguientes a la fecha 
de nacimiento45 y el proyecto de ley número 93 de 2019 Senado en curso pretende crear 
una nueva medida alternativa para las mujeres atendiendo a un enfoque diferencial y 
perspectiva género dando respuestas a diferentes problemáticas como la afectación social 
que implica el encarcelamiento de mujeres. El proyecto de ley contempla el trabajo 
comunitario como medida alternativa, trabajo que debe ser en el entorno de la victimaria y 
que se realizará en un número definido de horas que no podrá sobrepasar de ocho diarias 
ni interferir en el trabajo de la mujer o en sus estudios. Sin embargo, esta medida considera 
el trabajo comunitario como no remunerado lo cual podría ser un trato diferencial entre el 
trabajo realizado de forma intra-mural y esta nueva alternativa, esta nueva medida tiene 
como objetivo mitigar el daño social y a las familias que se genera cuando las mujeres 
están privadas de su libertad.  
 
En el ámbito judicial el Consejo de Estado46 ha focalizado en casos en concreto lo 
mencionado en la sentencia Sentencia T-762/15 de la Corte Constitucional47  en la 
aplicación de brigadas jurídicas que busquen agilizar los procesos que solicitan medidas 
alternativas para los reclusos en general.  

																																																													
42 Comisión de Seguimiento de la Sentencia T-388 de 2013 (CSS). (2018). Respuesta al informe semestral del gobierno nacional 
al estado de cosas inconstitucional del sistema penitenciario y carcelario julio de 2018. P 28. Comisión de Seguimiento de la 
Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013. 13 de septiembre de 2019. Comentarios de la Comisión de Seguimiento al VI Informe 
de Seguimiento al estado de cosas inconstitucional del Sistema Penitenciario y Carcelario del Gobierno Nacional. p7ss.  
43 Gaceta del congreso n° 734/2019.  (viernes 9 de agosto de 2019). p 8.  
44 CIDH. Guia practica para reducir la detención preventiva. P.  51. Recuperado de : 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/GUIA-PrisionPreventiva.pdf  
45 Artículo 314 numeral 3.  
46 Consejo de Estado, sala de  contencioso administrativo, sección tercera,  subsección b.  20 de noviembre de 2020. radicado 
18001233300020130021601. MP Alberto Montaña Plata. Ver consideración 185.  
47 Corte Constitucional. Sentencia T-76 de 2015. 16 de diciembre de 2015. MP Gloria Stella Ortiz Delgado.  



	
	
	

	

	

 
En materia administrativa el decreto 546 de 2020 da medidas alternativas transitorias a un 
varios grupos carcelarios incluyendo mujeres con hijos menores de tres años en 
establecimientos carcelarios.Sin embargo, la eficacia del artículo ha sido precaria, ya que 
el número de mujeres beneficiadas ha sido reducido, a  fecha 30 de noviembre, se registran 
815 Personas Privadas de la libertad, beneficiadas con domiciliaria transitoria, de las cuales 
apenas 4 eran madres gestantes o lactantes48.  

 
  
VII. Reinserción social  
  

1-  Número (incluyendo porcentaje) de hombres y mujeres que participan en programas de 
reinserción social. 

  
  
De otro lado, se reporta que la población reclusa en actividades de trabajo, estudio o enseñanza, se distribuye 
de la siguiente manera: 
 

ACTIVIDAD COBERTURA %49 

Trabajo hombres 41.285 26% 

Trabajo mujeres 2.176 11,7% 

Estudio hombres 38.994 24,6% 

Estudio mujeres 3.734 19% 

Enseñanza hombres 1.774 1,1% 

Enseñanza mujeres 160 0,84% 

Fuente: INPEC 
 
De esta información se desprende, inicialmente, que en términos de cobertura, el porcentaje de mujeres que 
accede a actividades de trabajo, estudio o enseñanza, como parte del tratamiento penitenciario, es en todos 
los casos inferior al de la población masculina. 
  

																																																													
48 Presidencia de la República. Noveno informe semestral del Gobierno Nacional al estado de cosas inconstitucionales del sistema 
penitenciario y carcelario. 9 de diciembre de 2020.  
49 Para obtener porcentaje de población actividades de trabajo se tiene en cuenta que de acuerdo a las cifras del Inpec se 
encuentran: 91039 hombres en intramural, 62610 entre prisión y detención domiciliaria y 4830 con dispositivo electrónico. 
Además: 7029 mujeres en reclusión intramural, 11137 en domiciliaria y 672 con dispositivo electrónico. Estadísticas Inpec, abril 
9 de 2021. 



	
	
	

	

	

En relación con las actividades ofertadas y cobertura, el INPEC reporta la siguiente información:  
 

ACTIVIDAD COBERTURA 

Lencería y bordados 751 

Manipulación de alimentos – preparación 885 

Recuperador ambiental áreas comunes 1043 

Papel, círculos producción artesanal 2448 

Material reciclado 2470 

Bisutería 3350 

Maderas 3754 

Recuperador ambiental, paso inicial 4477 

Fibras y materiales nat. Sintéticos 5783 

Telares y tejidos 9877 

Fuente: INPEC, abril 4 de 2021. 
  

2-         Principales dificultades en acceso y calidad de los programas de resocialización  
  
En el VIII Informe a la Corte Constitucional, esta Comisión reportó las siguientes dificultades en materia 
de resocialización, conocidas en el marco de una gira carcelaria ----- y que dan cuenta de dificultades tales 
como el acceso insuficiente a actividades de trabajo, estudio y enseñanza y su efectividad. De acuerdo con 
la información obtenida a través de la población privada de la libertad, se tiene que: 
  

i)      El acceso al trabajo es un privilegio y no un medio para generar capacidades productivas y 
preparación para la libertad. Los trabajos ofertados a las mujeres se reducen a actividades 
como confección de camándulas, vestidos de baño, entre otros, por lo que reciben 
contraprestaciones irrisorias. Así mismo, señalan que por el desarrollo de actividades de 
limpieza o rancho (cocina) están mal remuneradas. “El acceso a esto no está reglado lo que 
permite que se utilice para el chantaje”. Esta situación, si bien es generalizada, afecta de 
manera especial a las mujeres, pues en su mayoría continúan contribuyendo económicamente 
a sus hogares. (pág. 16) 



	
	
	

	

	

  
ii)      La Comisión encontró que en materia de educación para las mujeres no hay ofertas de formación 

técnica ni tecnológica. A través del SENA reciben cursos y talleres de habilidades blandas, 
de belleza o manualidades, lo que impide formarse en tareas que les permitan mejorar sus 
ingresos cuando salgan en libertad. (pág. 16) 

iii)      Las mujeres que acceden a programas de educación superior –a distancia- son pocas y enfrentan 
obstáculos en materia de accesibilidad y adaptabilidad de la educación, en tanto son 
recurrentes los problemas de ingreso de los tutores al establecimiento, así como de acceso a 
las plataformas por falta de internet y la imposibilidad de las detenidas de contar con un 
correo electrónico. (pág. 16) 

 iv)     En cuanto a la educación básica y media, las personas entrevistadas destacaron la baja calidad: 
“la enseñanza se limita a aspectos básicos y no existe el personal docente idóneo para que el 
estudio sea de calidad” (pág. 17) 

v)       Asimismo, la Comisión identificó obstáculos administrativos en la clasificación en las fases 
del tratamiento penitenciario, que a su vez dificultan la asignación de actividades 
ocupacionales o de estudio y niegan su carácter progresivo. Para este fin, no son tenidas en 
cuenta las habilidades y capacidades con las que ingresan las personas privadas de la libertad. 
(pág. 13 y 17). “Adicionalmente, reportaron que en ocasiones el acceso es sólo formal, pues 
afirman que el personal del establecimiento pide que se firmen las planillas para legalizar 
la participación en las actividades ocupacionales o que estudian sólo una o dos horas al día, 
obteniendo grados en poco tiempo, pero sin que la actividad se realice cabalmente” (pág. 
17) 

vi)      También se presentan dificultades en el acceso a insumos para el trabajo o material de estudio, 
que por lo general no son suministrados por el Establecimiento, por lo que debe ser ingresado 
a través de las encomiendas que envían familiares y redes de apoyo de la población privada 
de la libertad. 

Otro obstáculo sustancial en materia de resocialización radica en las distintas dificultades para el 
mantenimiento de los vínculos familiares de las personas privadas de la libertad. Las y los entrevistados 
reportaron que muchas veces las visitas son negadas o no existen las condiciones adecuadas para ellas, 
además de la ubicación de la población en establecimientos alejados de sus lugares de procedencia. Esta 
situación se agrava ante el alto costo de las llamadas telefónicas que dificultan el contacto por este medio 
(pág. 19) 

  
3-         Medidas para garantizar que estos programas garanticen la reinserción social 

  
En los distintos informes de la Comisión de seguimiento de la sociedad civil a la Sentencia T-388 de 2013, 
se ha evidenciado una falta de implementación, por parte del Gobierno Nacional, de un enfoque diferencial 
transversal a todas las dimensiones de la crisis carcelaria. Esta deficiencia se sigue evidenciando y 
afecta también las fases y actividades propias del tratamiento penitenciario. Asimismo, se ha advertido que 
la información estadística y las actividades reportadas por las autoridades competentes, no permiten realizar 
un análisis sobre la incorporación del paradigma integrador, ni de un enfoque de derechos en el del Plan 
Integral de Programas y Actividades de Resocialización. El Gobierno Nacional, tampoco ha dado cuenta 
en sus informes, sobre cómo se ha avanzado en la solución de problemáticas reportadas en el pasado, tales 
como la ausencia de espacios adecuados para actividades educativas, el número insuficiente de docentes; o 



	
	
	

	

	

en la garantía de mínimos en materia laboral como la afiliación de la población reclusa al sistema de riesgos, 
ni de la competitividad y utilidad de las actividades de formación laboral que se ofertan dentro de la prisión. 
(CCS, VI Informe, 2019, pág. 14 y ss) 
  
Las falencias reiteradas de los informes y negativa del Gobierno a reportar este tipo de información, ha 
impedido evaluar la pertinencia e idoneidad de las estrategias de superación de la crisis carcelaria y en 
particular, constatar el cumplimiento de la obligación de asegurar que el fin resocializador de la pena.  
  

4- Programas existentes de apoyo a las mujeres cuando salen de prisión a fin de garantizar su 
subsistencia durante el periodo posterior a su puesta en libertad. 

  
El Gobierno Nacional cuenta con el Programa Casa Libertad, con el que pretende brindar un 
acompañamiento integral de la población pos-penada; desde el cual, entre enero y octubre de 2020, fueron 
atendidas 239 personas, sin que se reporten cuántas de ellas son mujeres, en qué consiste el plan de trabajo 
al cual es vinculada esta población, ni si este plan responde a las necesidades y obstáculos a los que se 
enfrentan  (IX Informe del Gobierno Nacional, pág. 66).  

Esta Comisión de Seguimiento ha planteado en distintos informes (III Informe de seguimiento al ECI, 2017, 
pág. 35; VI Informe, 2019, pág. 19) que la atención que el Gobierno Nacional brinda a la población pos-
penada, no ha contribuido suficientemente a una efectiva integración a la sociedad. Esta debe enfrentar 
discriminación social y estigmatización que dificulta su inserción, lo cual se expresa, por ejemplo, en la 
imposibilidad de encontrar trabajo. 

Esta Comisión, en su VI Informe (págs.. 21 y 22), dio a conocer las principales problemáticas identificadas 
por mujeres pos-penadas, en relación con las necesidades y obstáculos que enfrentan en libertad, las cuales 
marcan retos importantes en la materia, entre las que se destacan: 
  

i)      La formación que reciben no las prepara para acceder a un empleo. Los cursos ofertados 
(estética y cosmética, trabajos manuales, cursos de cocina, corte y confección, elaboración 
de material del hogar, muñecas de trapo) reproducen estereotipos sociales que ubican a las 
mujeres en labores domésticas. 

  
ii)       La oferta en educación superior y tecnológica es limitada. Un obstáculo para acceder a estos, 

es el económico, pues las mujeres no tienen capacidad para sufragar los gastos educativos. 
  
iii)     Las mujeres en libertad no son contratadas por las empresas por contar con antecedentes 

penales. Quienes logran un empleo, son sometidas a condiciones de explotación y 
discriminación laboral. 

  
iv)     No pueden acceder a créditos e incluso a la apertura de cuentas bancarias, toda vez que son 

reportadas en las centrales de riesgo. Esta situación dificulta el aseguramiento de condiciones 
mínimas para el desarrollo de proyectos productivos individuales. 

  
Adicionalmente, el informe señaló que ni las mujeres ni sus familias reciben acompañamiento psicosocial, 
pese a que muchas se enfrentan a situaciones traumáticas como el hecho de que sus hijos han sido 
entregados en adopción, o el distanciamiento afectivo o sentimientos de rechazo o rabia de sus seres 
queridos, que no saben cómo enfrentar. 
  



	
	
	

	

	

De otro lado, afirman que antes de la detención, en muchas de ellas recae la estabilidad y el sustento del 
hogar y que al retornar a la libertad, varias han encontrado que este rol ha sido asumido por sus hijos e hijas, 
que en ocasiones se han visto obligados a delinquir para lograr ingresos que aseguren la subsistencia 
familiar. 
  
 
 
 
 
El presente informe fue elaborado con la participación de las siguientes organizaciones que integran la 
Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013 sobre el Estado de Cosas 
Inconstitucional en el sistema penitenciario y  carcelario en Colombia. 
 
 
Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad – Dejusticia  
Centro de Investigación en Política Criminal de la Universidad Externado de Colombia  
Corporación Humanas  
Equipo Jurídico de Pueblos  
Fundación Comité de Solidaridad con los Presos Políticos 


